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			En cuanto a la edición sistemática de documentos [del tiempo de la guerra con Chile], nada se ha hecho. Ha influido evidentemente la circunstancia de que el nuestro fue el país derrotado.

			Jorge Basadre, Introducción a las bases documentales para la historia de la República del Perú

			El aspecto documental [sobre la guerra con Chile] es aún una promesa y una magnífica oferta para escudriñar en el misterio del pasado.

			Juan Miguel Bákula, Perú, entre la realidad y la utopía. 180 años de política exterior

		

	
		
			Nota de los editores

			…esta Delegación cede en todos sus actos al único y patriótico móvil de coadyuvar a la más ordenada y expedita marcha de la administración pública

			Manuel Candamo y Carlos M. Elías, Carta al Jefe Superior del Centro1

			Lima, entre diciembre de 1881 y julio de 1882: Manuel Candamo2 y Carlos M. Elías3, políticos vinculados al Partido Civil, desempeñaban en la capital del Perú, ocupada por las fuerzas chilenas, funciones bastante delicadas. Eran los delegados del gobierno provisorio, encabezado por el contralmirante Lizardo Montero4, y asentado fuera de Lima —primero en Cajamarca y luego en Huaraz—, para facilitar la labor de la administración pública y vincular a las autoridades del gobierno provisorio con Lima y con el resto del país. Igualmente, eran agentes confidenciales del mismo gobierno con el fin de lograr el reconocimiento de este por parte de los Estados extranjeros, y también para impulsar eventuales negociaciones hacia el logro de la paz con Chile, siempre y cuando no supusieran pérdida territorial para el Perú.

			En este libro transcribimos y publicamos 420 comunicaciones que ellos escribieron, desde la Lima ocupada, en el ejercicio de sus funciones, y que reflejan los esfuerzos del Estado peruano por no desaparecer en el dramático contexto de la guerra. Los textos de las comunicaciones se conservan en tres libros copiadores, en el archivo de Manuel Candamo. Los presentamos en la Parte II de este libro. Los tres libros copiadores que transcribimos tienen las siguientes características:

			Libro copiador A: Delegación del Supremo Gobierno. Correspondencia General. Libro I. 1881-1882.

			Del 10 de diciembre de 1881 al 30 de junio de 1882.

			185 páginas, que contienen 280 comunicaciones.

			Libro copiador B: Agencia Confidencial del Supremo Gobierno. Correspondencia General. Libro I. 1881-1882.

			Del 10 de diciembre de 1881 al 18 de mayo de 1882.

			85 páginas, que contienen 125 comunicaciones.

			Libro copiador C: Correspondencia Reservada. 1881-1882.

			Del 19 de diciembre de 1881 al 15 de junio de 1882.

			25 páginas, que contienen 15 comunicaciones.

			Del libro copiador A hay una copia parcial en la Biblioteca Nacional del Perú (D4695: Delegación del Supremo Gobierno. 1881-1882). Se trata de un libro de características físicas semejantes, aunque incluye solo 154 comunicaciones. Sin embargo, contiene cinco comunicaciones escritas entre el 1 y el 13 de julio de 1882, que no consigna nuestro libro copiador A, pero que no incluyen información relevante.

			En cuanto al libro copiador B, debemos precisar que 54 originales de esas comunicaciones de la Agencia Confidencial se conservan en el Archivo Central del Ministerio de Relaciones Exteriores (7-13, caja 282, carpeta 18). Además, el mismo archivo, y bajo la misma signatura, conserva los originales de otras 31 comunicaciones de la Agencia Confidencial, fechadas entre el 18 de mayo y el 8 de julio de 1882. No hay copias de estas comunicaciones en nuestro libro copiador B5.

			El libro copiador C recoge correspondencia reservada, proveniente tanto de la Delegación del Supremo Gobierno como de la Agencia Confidencial.

			Esta es una edición crítica. No solo se ha hecho una transcripción completa del contenido de los tres libros copiadores, sino que además este ha sido anotado, en la medida de lo posible, con precisiones de diverso tipo que consideramos de utilidad, como breves notas biográficas sobre personas mencionadas, o comentarios referidos a situaciones o hechos que se exponen en los documentos. Para ello ha sido importante la consulta de los fondos documentales de varios repositorios, como el Archivo Central del Ministerio de Relaciones Exteriores, el Archivo General de la Nación, el Archivo del Museo Nacional de Arqueología, Antropología e Historia del Perú, la Biblioteca Nacional del Perú y el Archivo Central del Ejército del Perú.

			En cuanto a la transcripción de los documentos, se ha modernizado la ortografía y la puntuación, cuidando de no alterar el sentido de las frases. En lo referido a arcaísmos o palabras poco usuales, se ha procurado ofrecer la correspondiente explicación en nota al pie.

			* * *

			La idea de publicar este libro surgió a partir de la previa edición que hicimos del epistolario de Manuel Candamo, y que titulamos El Perú desde la intimidad (Puente Candamo & Puente Brunke, 2008), el cual recoge la correspondencia que dicho líder político mantuvo con muy diversas personas entre 1873 y 1904. De esa correspondencia, el conjunto de cartas más significativo, y el más original como fuente histórica, es el constituido por las que Candamo envió a Teresa Álvarez Calderón, su esposa, entre julio de 1882 y octubre de 1883, desde Chile, adonde había sido desterrado por las autoridades de ocupación en el Perú, junto con varios otros personajes peruanos, que se oponían a la firma de la paz si esta implicaba cesiones territoriales. Esas cartas entre marido y mujer constituyen —reiteramos— una fuente de primera importancia para conocer esa dramática etapa de la historia peruana. Sin embargo, en el archivo de Manuel Candamo conservamos más documentación de interés, como es el caso de los tres libros copiadores que en esta oportunidad publicamos.

			Las comunicaciones contenidas en ellos constituyen una fuente muy valiosa, porque presentan información concreta de los esfuerzos del gobierno provisorio por organizar el Estado durante la ocupación chilena, específicamente entre diciembre de 1881 y julio de 1882. El objetivo del gobierno provisorio era el de legitimar su autoridad, tanto en el territorio nacional como frente a los gobiernos extranjeros, con el fin de tener la fuerza necesaria para presionar a Chile e iniciar conversaciones de paz. Como parte de este proceso, el gobierno provisorio se propuso controlar la administración política y militar en todas las provincias y localidades no ocupadas, y recaudar los recursos necesarios para afrontar las necesidades de la guerra. Para ello organizó una red de comunicaciones y contactos entre la sede del gobierno, sus delegados en Lima y los representantes políticos y militares en las diversas provincias.

			La lectura de estas comunicaciones nos hace ver que entre diciembre de 1881 y julio de 1882 hubo dos periodos claramente diferenciados en la vida del gobierno provisorio: el primero, entre diciembre de 1881 y marzo de 1882, estuvo presidido por los esfuerzos para unificar el territorio bajo su autoridad. Hubo mucha correspondencia entre el gobierno, establecido en Cajamarca, los jefes político-militares de las regiones del Norte, Centro y Sur, y la Delegación del gobierno, en Lima. Igualmente, se hicieron nombramientos de autoridades en provincias y de representantes diplomáticos en el extranjero. Durante este periodo se produjo un enfrentamiento en Pucará entre las fuerzas chilenas y peruanas, en las que estas salieron victoriosas. Sin embargo, los propios peruanos siguieron enfrentados, con lo cual se produjeron choques entre quienes apoyaban al gobierno provisorio y los partidarios de Nicolás de Piérola6, a pesar de que este había ya renunciado a la presidencia.

			A partir de marzo de 1882, cuando se trasladaron Montero y su gabinete ministerial de Cajamarca a Huaraz, se inició un segundo periodo en el desarrollo del gobierno provisorio. Se nombró un nuevo gabinete ministerial y se confirmaron muchos de los nombramientos realizados por la Delegación en Lima. Por su parte, la Delegación recibió del gobierno mayores atribuciones en el ámbito financiero, lo que le daba más posibilidades de recaudar fondos para las fuerzas militares [174]. Además, la Delegación siguió desarrollando coordinaciones con las jefaturas político-militares.

			En definitiva, la documentación que aquí publicamos refleja los esfuerzos del Estado peruano por sobrevivir en el contexto de la ocupación chilena y por mantenerse firme en la posición de no aceptar la paz con cesión territorial. Así como las campañas militares de Cáceres en la sierra buscaron resistir frente al invasor chileno y forzarlo a renunciar a la ocupación, los esfuerzos de la Delegación y de la Agencia Confidencial del gobierno provisorio en Lima formaron parte de una suerte de «resistencia civil», mediante la cual el Estado peruano se negaba a extinguirse.

			* * *

			Para la investigación conducente a la preparación de este libro, hemos contado con la muy valiosa asistencia de la magíster Leticia Quiñones Tinoco, quien se ha convertido en una gran conocedora de la historia del Perú de la segunda mitad del siglo XIX. Fue ella también nuestra asistente en el trabajo en torno al epistolario de Manuel Candamo, que publicamos en 2008, y en todos estos años ha demostrado sobradamente sus grandes aptitudes para la investigación. A ella le agradecemos muy especialmente su apoyo, que ha sido crucial para la elaboración de este libro.

			Además, debemos agradecer a otros colegas historiadores que, de diversos modos, nos ayudaron en este trabajo. Mención especial merece el licenciado Rodolfo Castro Lizarbe, gran experto en la historia de la Guerra del Pacífico, quien leyó el manuscrito de este libro, nos dio muy importantes sugerencias y estuvo siempre dispuesto a escuchar nuestras preguntas. Igualmente, Margarita Guerra y Héctor López Martínez leyeron el manuscrito y nos hicieron valiosos comentarios. También hemos tenido útiles conversaciones en torno a este proyecto con Cristóbal Aljovín, Fernando Armas, Ada Arrieta, Carmen Mc Evoy, Armando Nieto Vélez, José Peñaloza Jarrín, Hugo Pereyra, Nelson Pereyra, Ismael Pinto y Rafael Sánchez-Concha. Expresamos a todos ellos nuestro agradecimiento.

			Manifestamos también nuestra gratitud a Renzo Babilonia, por permitirnos reproducir un retrato de su archivo fotográfico, y a Esperanza Navarro, del Instituto de Estudios Histórico-Marítimos del Perú, por habernos facilitado otra de las imágenes que aparecen en este libro.

			  

			

			
				
					1	Con estas palabras Manuel Candamo y Carlos M. Elías, delegados del gobierno provisorio en Lima, manifestaban el propósito fundamental de su labor [261]. En adelante, los números que aparezcan entre corchetes remitirán a las comunicaciones que recogemos en la segunda parte de este libro. 

				

				
					2	Manuel Candamo Iriarte (Lima, 1841-1904). Realizó sus estudios escolares en el colegio de Nuestra Señora de Guadalupe. Posteriormente pasó al Colegio de San Carlos, donde alcanzó el grado de bachiller en Jurisprudencia, expedido por la Universidad de San Marcos. Se sabe que desde joven estuvo involucrado en actividades políticas, ya que fue desterrado por breve tiempo a Chile por oponerse a la suscripción del tratado Vivanco-Pareja. Volvió al Perú para apoyar la revolución de Mariano Ignacio Prado contra el gobierno de Juan Antonio Pezet. En marzo de 1867 estaba en Chile, desempeñándose como secretario de la Legación del Perú en Santiago. Participó de importantes negocios en el Perú y representó los intereses de sus hermanos, residentes en Europa. Estuvo vinculado al Partido Civil desde su fundación y colaboró con el gobierno de Manuel Pardo. Junto con Carlos M. Elías fue delegado y agente confidencial del gobierno provisorio, durante la ocupación chilena, entre diciembre de 1881 y julio de 1882. Con otros políticos peruanos estuvo desterrado en Chile, desde agosto de 1882 hasta octubre de 1883. De regreso en Lima, después del tratado de Ancón, sufrió un nuevo destierro, durante el gobierno del general Iglesias. Después de la guerra desarrolló una intensa actividad política: fue senador durante varias legislaturas, y en 1895 presidió la Junta de Gobierno que se constituyó para dar solución al conflicto entre los seguidores de Cáceres y los de Piérola. En 1903 fue elegido presidente de la república. En 2008 publicamos el epistolario de Candamo, en cuyo estudio preliminar presentamos su biografía (Puente Candamo & Puente Brunke, 2008, pp. 27-49).

				

				
					3	Carlos María Elías de la Quintana (Lima, 1841-1907). De niño fue alumno del colegio de Nuestra Señora de Guadalupe y más tarde viajó con sus padres a Francia e ingresó en París al Liceo Imperial de San Luis. En 1859 regresó al Perú y en Ica se dedicó a trabajar las haciendas de su familia hasta que en 1865 empezó a participar en la vida política. En 1867 fue representante en el Congreso Constituyente por Ica. Más tarde viajó a Europa y a China. De regreso en el Perú, se unió a la causa política que encarnaba Manuel Pardo. Fue síndico de la Municipalidad de Lima y diputado por Chincha. Posteriormente, en diciembre de 1879, fue desterrado a Guayaquil por la dictadura de Piérola. Junto con Manuel Candamo fue delegado y agente confidencial del gobierno provisorio, durante la ocupación chilena, entre diciembre de 1881 y julio de 1882. Con otros políticos peruanos estuvo desterrado en Chile, desde agosto de 1882 hasta octubre de 1883. De regreso en Lima, después del tratado de Ancón, sufrió un nuevo destierro, durante el gobierno del general Iglesias. Más tarde fue senador, ministro de Estado y representante diplomático en Chile, entre 1889 y 1890, cuando se repatriaron los restos de Miguel Grau, de quien fue amigo muy cercano. Fue cuñado de Lizardo Montero y destacó como importante figura del pensamiento católico de la época (Tauro, 2001, 6, pp. 897-898; El Perú Ilustrado, 3 de setiembre de 1887).

				

				
					4	La vicepresidencia del gobierno provisorio fue desempeñada —a raíz de la deportación de García Calderón a Chile— por el contralmirante Lizardo Montero (Ayabaca, 1832-Lima, 1905), quien había desarrollado una larga carrera en la Marina. Además, fue miembro fundador del Partido Civil y senador por Piura en la década de 1870 (Tauro, 2001, 11, pp. 1708-1709). Bajo el régimen de Nicolás de Piérola, Montero fue jefe del primer ejército del Sur y posteriormente ejerció la jefatura político-militar del Norte. En octubre de 1881 tomó la decisión de desconocer el gobierno de Piérola y se adhirió al gobierno provisorio (Basadre, 1983, VI, p. 273).

				

				
					5	Esto nos lleva a pensar que ha debido existir un segundo libro copiador de la Agencia Confidencial.

				

				
					6	Nicolás de Piérola Villena (Camaná, 1839-Lima, 1913). Político de primera importancia en la historia peruana del último tercio del siglo XIX y de los años iniciales del XX. Ministro de Hacienda en el gobierno de Balta, fue promotor del contrato Dreyfus, y posteriormente adversario constante de Manuel Pardo durante su gobierno. Después de la guerra fundó el Partido Demócrata, y ejerció la presidencia de la república entre 1895 y 1899, gracias al acuerdo político que alcanzó con los civilistas. En cuanto a su actuación durante la Guerra del Pacífico, en diciembre de 1879, luego de la salida del Perú del presidente Mariano Ignacio Prado, se declaró dictador, y lo fue hasta julio de 1881, cuando convocó a una Asamblea Nacional en Ayacucho, donde dimitió. Sin embargo, dicha Asamblea lo declaró presidente provisorio, cargo al que renunció en noviembre del mismo año, ordenando que las fuerzas a su mando se pusieran bajo las órdenes de Cáceres. Regresó a Lima al mes siguiente, con autorización chilena. Semanas después, en febrero de 1882, convocó a un grupo de notables para organizar el Partido Nacional para la reconstrucción del país, propuesta que no tuvo mayor repercusión. Partió hacia Europa en marzo de 1882 (Tauro, 2001, 13, pp. 2054-2056), y llegó a París a mediados de mayo (La Patria. Diario de la mañana, 10 de junio de 1882).

				

			

		

	
		
			Parte I. 
Estudio preliminar

		

	
		
			País [el Perú] que, entre 1879 y 1883, se enredó y dividió en un faccionalismo bizantino cuyos efectos letales no lograron contrarrestar, en múltiples rincones de la heredad nacional, numerosos héroes famosos o anónimos cuyos nombres debemos exhumar y que lucharon durante cinco largos años, a diferencia de lo ocurrido en la guerra entre Francia y Alemania en 1870, limitada a unos pocos meses.

			Jorge Basadre, «Perú: país dulce y cruel»

		

	
		
			1. Introducción

			Ante la deportación a Chile del presidente provisorio Francisco García Calderón7, el 6 de noviembre de 1881, el contralmirante Lizardo Montero pasó a encabezar su gobierno como vicepresidente y dispuso que este se estableciera en Cajamarca. Desde allí, el 23 del mismo mes Montero decidió que, al no poder fijar la sede del gobierno en la capital de la república, y siendo ella punto estratégico para la atención de cuestiones relativas a la administración del país, se nombrara como «delegados especiales de gobierno en Lima a los ciudadanos Don Carlos M. Elías y Don Manuel Candamo», quienes estarían autorizados a realizar todas las acciones de «orden político, financiero y administrativo» que requiriera el gobierno. Además, se nombró a los mismos Candamo y Elías como agentes confidenciales para lograr el reconocimiento del gobierno provisorio por parte de los Estados extranjeros y para impulsar el logro de la paz con Chile, siempre y cuando esta no supusiera pérdida territorial para el Perú8.

			En las instrucciones a los delegados, se dispuso que ellos debían dar cuenta de todas sus acciones al gobierno provisorio, para obtener la correspondiente aprobación. Entre las funciones que se les otorgaron en los ámbitos político y administrativo estaba la de transmitir toda la información que pudieran recoger, con el fin de que se lograra «el mejor acierto en los actos del Supremo Gobierno»; además, tenían la facultad de pedir la destitución de cualquier funcionario cuyo nombramiento dependiera del Poder Ejecutivo y de proponer a su reemplazante. En el campo financiero, los delegados estuvieron autorizados a levantar empréstitos con el fin de obtener los recursos económicos «que demanda el sostenimiento de la situación, en armonía con el estado bélico del país»; podían también sugerir la creación de nuevos impuestos; y debían enviar fondos a aquellas autoridades que los requirieran9. Además, la importancia de la Delegación, en el contexto de las actividades del gobierno provisorio, radicaba en su actuación como enlace entre este y los diversos funcionarios y entidades sujetas a su autoridad: entre ellos, los jefes político-militares, los prefectos y los funcionarios de aduanas10.

			Según el coronel Manuel Velarde11 —quien desempeñó altos cargos en el gobierno provisorio— los delegados Candamo y Elías «cumplieron, bajo todos los aspectos, su deber» (1883, p. 9). Para Aurelio Miró Quesada Sosa, con la Delegación se mantuvo la organización política y administrativa del país (1995, p. 150)12. Por su parte, Rodolfo Castro considera que los esfuerzos del gobierno provisorio por mantener delegados en Lima constituyen una prueba de que el Estado peruano «se esforzaba por conservarse como estructura» (2009, p. 7).

			El final de la misión de Candamo y Elías como delegados del gobierno provisorio y agentes confidenciales en Lima está vinculado a los combates de Marcavalle y Concepción. Cuando el 14 de julio de 1882 llegó a Lima la noticia de esos hechos de armas con resultados favorables para las tropas comandadas por Andrés A. Cáceres13, las autoridades chilenas consideraron una serie de represalias, entre las cuales estaba el apresamiento de personas importantes de la capital, ya que estaban convencidas de que los mencionados hechos bélicos habían sido concertados con «gentes de Lima». En mensaje telegrafiado por Jovino Novoa14 al presidente Domingo Santa María15, se señalaba que entre los presos deberían figurar necesariamente Candamo y Elías, porque eran «los agentes de Huaraz que dirigen la política en Lima». El presidente chileno le respondió el 28 de julio: «Es menester ahora tomar revancha de una manera digna de nosotros, no con inútiles matanzas de indios, sino yendo más arriba, a los instigadores» (Bulnes, 1919, III, p. 315).

			En efecto, Candamo y Elías fueron detenidos el 1 de agosto de 1882, a las 11 de la mañana (Castro, 2009, p. 351), y posteriormente desterrados a Chile. Durante su desempeño como delegados, habían previsto dicha posibilidad. Es así que, en comunicación del 12 de enero de 1882, dirigida al presidente de la Junta Consultiva —que había sido creada por el gobierno provisorio para asesorar a la Delegación— le manifestaron que, si se fuera a presentar el caso de que estuvieran impedidos de ejercer sus tareas, transmitirían sus poderes a dicha Junta [23]. Así, cuando Candamo y Elías fueron desterrados, la Delegación pasó a estar bajo la responsabilidad del presidente de la Junta, Alejandro Arenas16. Sin embargo, Arenas tuvo que salir de Lima, al tener noticias de que también era buscado por las autoridades chilenas. En esa situación, delegó dichos poderes en el obispo Pedro José Tordoya17, y así lo informó en carta dirigida a Lizardo Montero, desde Tarma, en agosto de 188218. Ignoramos si Tordoya llegó a asumir también las responsabilidades de la Agencia Confidencial.

			Durante su destierro en Chile, Candamo y Elías pudieron reflexionar sobre las tareas realizadas y sobre las causas de la derrota peruana en la guerra. En esas circunstancias llegaron a poner por escrito opiniones que dejan ver el pesimismo que los embargaba. Por ejemplo, Elías reflejó en su diario, en la entrada correspondiente al 5 de junio de 1883 —cuando ya llevaba diez meses expatriado— ese pesimismo en dramáticos términos:

			Delegado ad honorem en Lima con todos los riesgos y responsabilidades del puesto y después prisionero gastando uno de su bolsillo para mantenerse. ¡Qué ganga! ¡Y después los patriotas de Lima y de Arequipa son capaces de llamarnos tontos! Bien lo merecemos, los que honrada y patrióticamente nos hemos sacrificado, no deseando más, sino que el Perú salvase lo mejor posible de esta catástrofe a que lo empujaron los errores de sus gobernantes y las propias faltas de sus hijos. Hoy nadie se acuerda para nada de los prisioneros de Chillán ni el gobierno piensa en que sus delegados quizás no tengan, en un momento dado, cómo atender a sus gastos dignamente y se vean precisados a pedir a Chile que les dé para vivir. Miserable, triste condición, pero así son las cosas del mundo y de nada tiene uno que admirarse, cuando contempla lo que pasa y ha pasado en el Perú. Misteriosos secretos de la Providencia que abate y humilla a los pueblos (1883, s.p.).

			* * *

			El Estado en la sombra es un título que busca expresar las gravísimas dificultades que el Estado peruano tuvo que afrontar durante la ocupación chilena, en el contexto de la Guerra del Pacífico, para mantener, aunque fuera de modo precario, una estructura administrativa con cierta autoridad. Esas dificultades no estaban solo referidas a las circunstancias propias de la ocupación chilena sino también al «faccionalismo bizantino» (Basadre, 1980, p. 9) en el que cayó la clase política peruana, que no fue capaz de presentar un frente común ante la ocupación de las fuerzas sureñas. Esto tiene su explicación en el desarrollo político posterior a la Independencia, durante el cual los conflictos internos y los intereses de las diversas facciones impidieron estructurar adecuadamente el Estado. Si bien la labor de Ramón Castilla —al consolidar la «república militarizada»—19 permitió establecer las bases de una auténtica estructura estatal, muchas circunstancias siguieron conspirando para que no se pudiera edificar sólidamente sobre aquellas, a pesar de que la economía peruana pudo salir de su estancamiento desde la década de 1840, con el inicio de la exportación del guano de las islas, que encontró una extraordinaria demanda como fertilizante, sobre todo en Inglaterra. Con los recursos que el guano produjo, muchos comerciantes y terratenientes alcanzaron gran importancia económica y política, y se convirtieron en la «espina dorsal» de la clase dirigente peruana. El guano respaldó una política de gran endeudamiento externo, que llevó a que el Perú se convirtiera en uno de los primeros deudores a nivel mundial. Por otro lado, el contexto descrito facilitó la aparición del Partido Civil, que puso a Manuel Pardo en la presidencia y terminó con las varias décadas de predominio político de los caudillos militares (Bonilla, 2005, pp. 659 y 685). Durante los cuatro años de su gobierno —entre 1872 y 1876—, Pardo y los civilistas intentaron desarrollar su proyecto de la «república práctica». En efecto, plantearon una serie de reformas, caracterizadas por sus elementos republicano-liberales. Así, buscaron la estabilización económica, la reforma fiscal, la consolidación del Estado, la organización de la Guardia Nacional y la ampliación de la frontera económica. Igualmente, pusieron énfasis en el desarrollo de la educación y en la formación del ciudadano republicano. Sin embargo, este proyecto se vio frenado por variadas circunstancias, entre las cuales fueron especialmente importantes la crisis del modelo guanero y la consecuente bancarrota del Estado (Mc Evoy, 2007, p. 243).

			Con la ocupación de Lima por los chilenos se hizo más evidente la división política entre los dirigentes peruanos, reflejada por la existencia paralela de dos gobiernos durante varios meses: el de Piérola en la sierra, y el denominado gobierno provisorio de García Calderón en Lima, instalado en el pueblo de la Magdalena con la tolerancia de los chilenos, ya que tenían la esperanza de que pudiera aceptar sus condiciones para llegar a la paz. Sin embargo, con el paso de las semanas y los meses, los chilenos comprobaron que García Calderón no cedía a sus presiones. Por su parte, Piérola renunció a la presidencia en noviembre de 1881. Así, ya durante los primeros meses de 1882 la autoridad del gobierno provisorio —presidido por Lizardo Montero, a causa del destierro a Chile de García Calderón— fue aceptándose cada vez más a lo largo del territorio peruano. En este sentido, uno de los momentos más importantes fue el de la adhesión de Cáceres a su autoridad. Precisamente durante esos meses Candamo y Elías desarrollaron su labor de delegados y agentes confidenciales del gobierno de Montero en Lima.
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					Figura 1. Manuel Candamo

					Fuente: Archivo APC.
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					Figura 2. Carlos M. Elías

					Fuente: López (2011, p. 149).

				

			

			El territorio es uno de los más importantes elementos configuradores del Estado. Este es —de acuerdo con lo planteado por Max Weber— una comunidad humana que en un específico territorio reclama para sí el monopolio de la violencia legítima, en el contexto de un paralelo desarrollo de la economía capitalista. Ascensión Martínez Riaza ha estudiado la vinculación de los conceptos de Estado y territorio en Iberoamérica, y ha puesto de relieve cómo en esta región las guerras tuvieron un papel decisivo en el surgimiento y desarrollo de las repúblicas independientes. Además, señala cómo los estudiosos del Estado coinciden en que la dimensión territorial de este debe entenderse a partir de varios factores que se interrelacionan:

			El espacio para un Estado supone soberanía sobre la población que se asienta en él y sobre los recursos que en él se producen. El espacio supone también la legitimación y reconocimiento por los Estados vecinos y en el concierto internacional (1994, pp. 181-182).

			El Perú del siglo XIX seguía siendo un país fragmentado, cuyos grupos dirigentes estaban notoriamente divididos y se mostraron incapaces de enfrentar unidos el peligro que supuso la guerra de 1879. Las fronteras territoriales eran extensísimas —tanto en el norte, como en el sur y en el este— y en su mayor parte no estaban delimitadas, con lo cual eran susceptibles de convertirse en zonas de conflicto. Además, la práctica inexistencia de vías de comunicación conspiraba contra la soberanía territorial del Estado, al igual que los grupos de poder «centrífugos» que operaban en los diversos centros regionales (p. 192).

			Al inicio de la Guerra del Pacífico, los ejes más dinámicos de la economía en el territorio peruano estaban constituidos por las plantaciones de la costa central y septentrional; por algunas importantes minas de plata, como las de Cerro de Pasco, y por los yacimientos de guano, ya por entonces muy disminuidos en cuanto a su volumen. Además, a lo largo del extenso territorio peruano no se daba una auténtica solidaridad nacional entre las diversas clases y estamentos sociales (Bonilla, 2005, p. 702). A pesar de todo ello, también debe decirse que, en lo político, la década anterior al inicio de la Guerra del Pacífico se caracterizó por una notable estabilidad, si la comparamos con los decenios anteriores. Tal como lo ha planteado Mücke, ese fenómeno se produjo fundamentalmente «por la subordinación de las élites locales a la burguesía limeña en cuestiones de trascendencia nacional» (1999, p. 175). En efecto, es notorio cómo las luchas políticas de la década de 1870 fueron distintas de las de tiempos anteriores, en el sentido de que sus desenlaces no implicaron el derrocamiento del gobierno central. Se redefinieron las relaciones entre los poderes regionales y el gobierno central, y empezó a notarse que el poder político volvía a residir en Lima, luego de un tiempo largo en que aquel había estado asentado en las diversas provincias, en manos de las élites regionales. Esta nueva situación se dio gracias al boom guanero. Si bien la figura del presidente de la república tenía importantes atribuciones —siendo una de las más trascendentes la del nombramiento de los prefectos y subprefectos—, en términos reales su poder estuvo muy limitado, sobre todo porque era preciso negociar muchas decisiones con los grupos dirigentes provincianos. No obstante, si bien el poder del gobierno central era débil en provincias, en muchas ocasiones logró ser acrecentado, por ejemplo, al arbitrar en las luchas entre diversos grupos poderosos de una misma localidad. Así, la fuerza del presidente radicaba en el hecho de que los poderosos de provincias no formaban bloques homogéneos, sino que estaban bastante divididos. En cualquier caso, lo cierto es que la riqueza guanera estuvo relacionada con la mayor estabilidad política que hemos referido, y que permitió que la burguesía limeña tuviera un impacto importante en la política nacional (pp. 177-194).

			Pero el problema de fondo seguía siendo el de las graves divisiones entre los peruanos para afrontar la crisis de la guerra. Como ya lo hemos señalado en oportunidad anterior, a lo largo del siglo XIX no se había constituido «una clase dirigente estable y con voluntad de servicio a los intereses del país. Se creó un Estado teórico, desligado de la compleja realidad del Perú. El vacío de poder fomentó el advenimiento del caudillismo y de la anarquía. No faltó inteligencia ni gente con cualidades; faltó espíritu solidario» (Puente Candamo & Puente Brunke, 2008, p. 23).

			Prueba palmaria de esa falta de espíritu solidario está en el hecho de que el Congreso rechazara, en un momento tan crucial como el mes de junio de 1879, las iniciativas del ministro de Hacienda, José María Químper, para establecer un impuesto sobre las exportaciones de plata y de azúcar blanca, para exigir que los derechos de aduana fueran pagados en soles de plata —y no en billetes fiscales, cada vez más depreciados—, y para gravar los capitales con una tasa del dos por ciento. En esa etapa anterior al combate de Angamos, el único gravamen que el Congreso aprobó fue el de la «contribución personal», en razón de cuatro soles en la costa y tres en la sierra. Se exceptuó de esa contribución a los soldados, oficiales y empleados públicos, ya que se les había rebajado —como medida de emergencia— el veinte por ciento de sus sueldos. Además, en esa delicada etapa también se envió una misión a Europa para gestionar un préstamo con el fin de adquirir barcos blindados, los bancos emitieron más billetes, hicieron una donación al gobierno y se creó una Junta Central Administradora de Donativos (Contreras, 2012, pp. 112-113). Carlos Contreras pone de relieve en este sentido la falta de responsabilidad de la clase dirigente:

			La clase oligárquica rechazaba las imposiciones extraordinarias, insistiendo en la búsqueda de empréstitos en el extranjero y trasladando a la clase campesina el esfuerzo fiscal. […] Así, con exacciones a los campesinos, préstamos del extranjero, donativos de la población y emisión de billetes fue que la oligarquía, representada en el gobierno de Prado, se planteó financiar la guerra (2012, pp. 112-113).

			Es evidente que la mencionada falta de espíritu solidario mostró su peor cara en el contexto de la guerra. Sin embargo, deben evitarse las generalizaciones, como la de afirmar, por ejemplo, que los dirigentes civilistas estuvieron desde un principio dispuestos a acordar la paz con cesión territorial, y que apoyaron con entusiasmo el grito de Montán; mientras que Cáceres y sus hombres habrían sido los únicos que negaron la posibilidad de dicha cesión:

			Frente a esta renuncia del conjunto de la clase dirigente, solo Andrés A. Cáceres y sus «montoneras» emprendieron desde 1882 en las serranías andinas una obstinada resistencia a la vez contra la ocupación chilena y contra la actitud de la oligarquía civilista (Bonilla, 2005, pp. 662-663).

			El panorama fue mucho más complejo. Sabemos que la élite civilista se negó, en principio, a la paz con cesión territorial, y prueba de ello es el destierro al que fue sometido el presidente García Calderón. Además, otros dirigentes civilistas fueron también desterrados por no querer aceptar las condiciones que ponía Chile para la paz. Nosotros mismos hemos publicado la documentación personal de uno de ellos, Manuel Candamo, quien por medio de cartas a su esposa, desde su confinamiento en Chile, rechazaba la cesión territorial, y además tuvo durísimas palabras contra Miguel Iglesias20 con ocasión del grito de Montán (Puente Candamo & Puente Brunke, 2008, pp. 186-190). Por otro lado, en la documentación que ofrecemos en este libro aparecen numerosas comunicaciones en las que Candamo y Elías, como delegados del gobierno provisorio en Lima, envían ayuda de diverso tipo al general Cáceres a lo largo del primer semestre de 1882, y en otras ocasiones lamentan no poder remitir mayores apoyos.

			Por tanto, debe matizarse la afirmación en el sentido de que la clase dirigente peruana habría sentido un «profundo alivio» al enterarse del grito de Montán (Bonilla, 2005, pp. 664-665). Muchos de sus integrantes, en efecto, respaldaron la postura de Iglesias, pero muchos otros la rechazaron. Sin embargo, con el paso de los meses fue ganando terreno la idea de la inevitabilidad de la cesión territorial, al no presentarse ninguna otra alternativa viable. El mismo Candamo, desde su destierro en Chile se lo comentó a su esposa, en carta del 12 de julio de 1883:

			Resultado de todo será al fin y a la postre que perderemos Tarapacá, Arica y Tacna, y mientras tanto la guerra continúa y se tiene la persuasión de que no podremos librarnos de ese temerario desmembramiento de nuestro territorio (Puente Candamo & Puente Brunke, 2008, p. 384).

			* * *

			En comparación con lo ocurrido en Chile, en el Perú se ha publicado poca documentación del tiempo de la Guerra del Pacífico. En el país del sur se promovió la publicación de documentos desde el momento del final del conflicto. El caso más notorio es el de la edición documental, en ocho volúmenes, realizada por Pascual Ahumada Moreno a partir del mismo año de 1884 (1884-1891), y que hasta hoy constituye fuente imprescindible para el estudio de la guerra. Sin duda —como lo ha anotado Basadre— el hecho de que el Perú fuera el país derrotado ha influido en que nuestra historiografía no emprendiera proyectos de publicación sistemática de documentos (1971, II, p. 491).

			Sin embargo, algunos esfuerzos se hicieron. En cuanto a documentación oficial, debemos citar la compilación dirigida por Emilio Dancuart y J. M. Rodríguez, y que empezó a publicarse en 1903. En esos Anales de la Hacienda Pública del Perú dedicaron cuatro volúmenes a la documentación fiscal del tiempo de la guerra (1903-1926, XIII-XVI). A lo largo de las décadas posteriores se fue publicando diversa documentación del tiempo de la guerra. Sin ánimo de ser exhaustivos, debemos destacar la labor de Vargas Ugarte, quien publicó las cartas de Palma a Piérola (Palma, 1964), la memoria del general Juan Buendía y otros documentos referidos a la campaña del sur (Vargas Ugarte, 1967) y los documentos sobre las campañas de Tacna y de Lima (1970). Por otro lado, en cuanto a testimonios sobre la guerra, debemos destacar la aparición, en 1921, de las memorias de Cáceres y la publicación de las Memorias del cautiverio, de Francisco García Calderón (1949).

			La conmemoración del centenario del inicio de la guerra, en 1979, fue motivo para la aparición de otros testimonios de la época, como el de Mi misión en Chile en 1879 de José Antonio de Lavalle (1979), cuya edición, prólogo y notas estuvieron a cargo de Félix Denegri Luna. Aparecieron igualmente diversas publicaciones en homenaje a los héroes de la guerra —en particular a Grau— que incluyeron también documentos de la época21. A partir de la conmemoración del centenario, han sido más frecuentes las publicaciones de documentos, como los partes oficiales de guerra (Ravines, 1992) o los testimonios de británicos con respecto a la ocupación chilena de Lima (Wu, 1986). En años recientes se han publicado más documentos, como el epistolario de Manuel Candamo —cuyas cartas corresponden en su mayoría al tiempo de la guerra— (Puente Candamo & Puente Brunke, 2008) o las sucesivas publicaciones en torno a la figura de Cáceres y la campaña de la Breña, que ofrecen importante documentación (Pereyra, 2006; Yábar, 2009; Cáceres, 2010)22.

			Al estudiar las ediciones de documentos del tiempo de la guerra, vemos que muy poco se ha publicado sobre la gestión del Estado peruano durante la ocupación chilena. Aquí radica el aporte de este libro: los documentos que publicamos ofrecen información sobre lo que se estaba haciendo, de modo específico, en el marco de los esfuerzos del Estado por subsistir en esa difícil etapa23.

			Puede decirse que desde la conmemoración del centenario del inicio de la guerra (1979) la historiografía peruana ha abordado su estudio a partir de nuevos enfoques, y también ha profundizado el análisis de temas previamente estudiados. Los balances historiográficos recientemente elaborados por Emilio Rosario (2012) y por Antonio Zapata (2010) lo demuestran, y son de obligada consulta para valorar la producción historiográfica sobre la guerra24.

			En el mismo año de 1979, Alberto Tauro se refería también a que era muy abundante la producción bibliográfica sobre la guerra, pero advertía cómo en muchos casos se había buscado deformar la verdad, ocultarla o decirla a medias. Por eso, afirmaba que se debía estudiar la guerra:

			[…] con mucha prudencia, con mucha cautela, y aun con algún temor, porque median muchas circunstancias ajenas al estudio científico, muchos intereses de gentes que todavía se aferran a ser prejuiciosos y quieren oscurecer la verdad (1979, p. 361).

			En este sentido, las fuentes que en este libro publicamos constituyen una contribución para ese estudio más sereno de la guerra que Tauro reclamaba. Quisiéramos concluir esta introducción con otra cita del mismo autor, en la que reflexiona sobre el modo en que el Perú pudo reconstruirse tras la guerra con Chile:

			Reanimada la economía, y reorganizada inclusive la potencia militar, es lógico advertir que la vitalidad del país y la decisión de sus gentes fueron superiores a la adversidad y a la tragedia. La historia de la Guerra del Pacífico tiene hoy esta importancia fundamental. Alienta saber que el país es superior a la adversidad, y que nuestro pueblo tiene más decisión, una conciencia patriótica más clara de lo que se supone (p. 378).

			  

			

			
				
					7	Francisco García Calderón Landa (Arequipa, 1834-Lima, 1905). Abogado y jurista. Fue rector de la Universidad de San Marcos. Tras la ocupación chilena de Lima, fue elegido presidente provisorio por una junta de notables en febrero de 1881. Estableció el gobierno provisorio en el antiguo distrito de la Magdalena (hoy Pueblo Libre), lugar declarado neutral por las fuerzas chilenas. Tal como lo manifestó en sus memorias, su posición con respecto al logro de la paz con Chile no incluía la cesión territorial. Por ello, en noviembre de ese mismo año fue detenido por las fuerzas chilenas y deportado al país del sur (Basadre, 1983, VI, cap. IX; Tauro, 2001, 7, pp. 1043-1044).

				

				
					8	ACMRE, CC150, 1881-1882, 23.11.1881.

				

				
					9	ACMRE, CC150, 1881-1882, 23.11.1881.

				

				
					10	Si bien la Delegación del Supremo Gobierno estuvo bajo la responsabilidad de Manuel Candamo y de Carlos M. Elías, fueron parte de su equipo Ricardo Aranda, como secretario [3] y Manuel T. Silva, como auxiliar de Aranda [11]. Tiempo después, se incorporó el capitán Rafael Pinto, como agregado [170]. Además, actuó como tesorero Elías Mujica (Dancuart & Rodríguez, 1903-1926, XVI, p. 40A). Rodolfo Castro ofrece importante información sobre el trabajo de la Delegación en Lima, obtenida principalmente de la lectura de la documentación que en este libro publicamos (2009, pp. 25-28). Anteriormente otros autores se han referido a la Delegación: Jorge Basadre (1983, VI, pp. 272-273), Margarita Guerra (1991, pp. 306-307) y Francisco Yábar (2009, III, pp. 26-27).

				

				
					11	Manuel Velarde Seoane (1833-1900) se graduó en la Escuela Militar en 1849. Participó en varias acciones bélicas durante las décadas de 1850 y 1860. Fue prefecto de varios departamentos y senador por Cajamarca entre 1874 y 1878. Durante la guerra con Chile fue jefe del Estado Mayor de las fuerzas del Sur en las batallas de Tacna y San Francisco, y participó también en la defensa de Lima. Sirvió al gobierno provisorio dentro de la plana mayor del ejército y fue ministro de Gobierno durante las gestiones de García Calderón y de Montero. Luego de la guerra continuó ocupando puestos públicos, llegando a ser ministro de Guerra en el gobierno de Eduardo López de Romaña (El Perú Ilustrado, 16 de noviembre de 1889; Tauro, 2001, 17, pp. 2717-2718). En el Archivo del Museo Nacional de Arqueología, Antropología e Historia del Perú se conserva su epistolario, con más de dos mil cartas.

				

				
					12	El gobierno provisorio creó también otras «delegaciones»: una fue establecida en Pacasmayo, siendo sus integrantes Nicasio Tillit, José María González y Julio Montenegro; otra en Trujillo, a cargo de Jesús Elías (ACMRE, CC150, 1881-1882, 23.11.1881 y 24.11.1881); y en los departamentos del sur, el capitán de navío Camilo N. Carrillo fue nombrado como delegado antes de recibir la jefatura político-militar de esa zona [96]. Hay también referencias a la formación de otra delegación, en Ayacucho (Velarde, 1883, p. 9). Con la creación de esas delegaciones, el gobierno provisorio buscaba reforzar su vigencia en puntos estratégicos del territorio.

				

				
					13	Andrés A. Cáceres Dorregaray (Ayacucho, 1836-Lima, 1923). Uno de los máximos héroes peruanos de la Guerra del Pacífico, encarnó la resistencia del pueblo peruano frente a la ocupación chilena. Durante las primeras etapas de la guerra participó en las campañas terrestres del sur y de Lima, y alcanzó el grado de general de brigada (Basadre, 1983, VI, pp. 297-298). Cuando Piérola se trasladó a la sierra y reorganizó el ejército, nombró a Cáceres jefe político-militar del Centro (Cáceres, 1973, pp. 95-96). Cáceres fue leal al gobierno de Piérola hasta noviembre de 1881, tras enterarse de que los jefes políticos del Sur y del Norte habían desconocido su autoridad. Cáceres hizo lo propio el 24 de noviembre, al igual que la Junta de notables de los departamentos del centro. Varias semanas después, el 20 de enero de 1882, se adhirió a la autoridad del gobierno provisorio, el cual ratificó su ascenso a general de brigada y su condición de jefe político-militar de los departamentos del centro. Sobre la figura de Cáceres durante este periodo véase: Manrique (1981), Mendoza (1981), Cáceres (2010), Yábar (2009), Castro (2014), Pereyra (2006) y las memorias de Cáceres (1973).

				

				
					14	Jovino Novoa Vidal (Santiago, 1825-1895). Abogado. Fue intendente de Valparaíso y ministro de Hacienda en el gobierno de Montt en 1859. Fue diputado por Valparaíso en la década de 1860. Durante la Guerra del Pacífico actuó en el Perú como asesor político. Firmó en representación de Chile el tratado de Ancón y después del conflicto fue nombrado ministro plenipotenciario de su país en Lima. En 1888 fue nuevamente elegido diputado, siendo parte fundamental en la gestión de la revolución contra Balmaceda en 1891 (Aguirre Mac-Kay y otros, 1981-1986, 3, pp. 1112-1113). 

				

				
					15	Domingo Santa María González (Santiago, 1825-1889). Abogado. Fue un hombre de mucha influencia en la vida social y política chilena. Ocupó diversos puestos públicos: fue diputado, ministro de Hacienda y presidente de Chile entre 1881 y 1886 (Fuentes & Cortés, 1963, pp. 282-283; Aguirre Mac-Kay y otros, 1981-1986, 3, pp. 953-960).

				

				
					16	Alejandro Arenas Villarreal (Lima, 1842-1912). Abogado y político. Fue diputado en varias oportunidades, y presidió la Cámara de Diputados en 1886, 1887 y 1902. Fue también senador por Áncash. Durante la guerra con Chile presidió la Junta Consultiva de Gobierno creada por Montero (El Comercio, 1992, pp. 169-170). 

				

				
					17	Pedro José Tordoya Montoya (Caravelí, 1813-Lima, 1883). Ordenado sacerdote en Lima en 1837, desempeñó diversos cargos eclesiásticos. Tuvo importante actividad política, ya que fue presidente del Consejo de Ministros en 1867. En 1875 fue nombrado obispo del Cuzco, cargo que dejó en 1878. Fue nombrado administrador apostólico de la diócesis de Lima (Tauro, 2001, 16, p. 2577). Durante la guerra con Chile, apoyó las acciones de Cáceres (Comisión Permanente de Historia del Ejército del Perú, 1982, pp. 146-147). Integró la Junta Central Administradora de Donativos para la guerra con Chile (Carvajal, 2004, p. 830). Tras el destierro de Candamo y Elías, y la salida de Lima de Alejandro Arenas, Tordoya asumió la delegación del gobierno provisorio en Lima (Castro, 2009, pp. 28-30).

				

				
					18	BNP, Correspondencia Particular-Onomástico. Carta de Alejandro Arenas a Lizardo Montero. Tarma, 23 de agosto de 1882.

				

				
					19	Este concepto es planteado por Mc Evoy al reflexionar sobre el desarrollo político peruano de la primera mitad del siglo XIX. Afirma que, tras la conclusión del régimen bolivariano, la capacidad de convocatoria del republicanismo liberal fue disminuyendo. Sin embargo, las diversas facciones políticas —encabezadas por militares— que actuaron durante los años de la anarquía, «no solo apelaron al manto simbólico que la República les proveía, sino que reelaboraron en beneficio propio conceptos de estirpe liberal —como los de ciudadanía, opinión pública, elecciones y, obviamente, el de constitucionalismo—» (2011b, pp. 216-217).

				

				
					20	Miguel Iglesias Pino (Cajamarca, 1830-Lima, 1909). Prefecto de Cajamarca entre 1865 y 1868. Fue ministro de Guerra y Marina durante la dictadura de Piérola, y asumió la responsabilidad de la organización de las fuerzas militares para la defensa de Lima. Luego de la ocupación de la capital, se retiró a su hacienda en Cajamarca (Tauro, 2001, 8, pp. 1271-1272). En febrero de 1882 fue llamado por Lizardo Montero para que asumiera la jefatura político-militar del Norte, dado que el vicepresidente había decidido trasladar al gobierno a la ciudad de Huaraz. Pocos días antes había sido ascendido a general de brigada (Ahumada Moreno, 1884-1891, VI, p. 345). El 31 de agosto de ese año pronunció el «grito de Montán», para afirmar la necesidad de negociar la paz con Chile. Organizó una Asamblea en Cajamarca con representantes de Piura, Cajamarca, Amazonas, Loreto, Lambayeque, la Libertad y Áncash, la cual eligió a Iglesias como «Presidente Regenerador», con facultades para pactar la paz con Chile, «siempre que las condiciones impuestas por el vencedor no sean tales que amenacen la independencia nacional». Esta decisión de Iglesias fue rechazada tanto por Montero, como por Piérola y por Cáceres (Basadre, 1983, VI, pp. 315-316).

				

				
					21	Particular mención merece la publicación en homenaje a Grau promovida por el Centro Naval del Perú (1978).

				

				
					22	Debemos también mencionar —sin ánimo de ser exhaustivos— la publicación de documentos sobre Arequipa en tiempos de la guerra (Quiroz Nieto, 2002), los numerosos documentos que transcribe Yábar en sus tres volúmenes sobre la resistencia durante la ocupación chilena (2009) y la selección documental que ofrece Castro en su estudio sobre las organizaciones patrióticas durante la guerra (2009).

				

				
					23	Si bien la documentación que publicamos procede del archivo personal de Manuel Candamo, no son pocos los documentos que sobre la etapa de la ocupación chilena custodian los repositorios públicos. En este sentido, esperamos que los investigadores se interesen por estudiar y publicar esa documentación. Así, por ejemplo, en el Archivo del Ministerio de Relaciones Exteriores se guarda interesante documentación sobre las gestiones del gobierno provisorio para su reconocimiento internacional. En el Archivo del Museo Nacional de Arqueología, Antropología e Historia del Perú se encuentra la correspondencia del capitán de Navío Manuel Velarde. En la Biblioteca Nacional del Perú se conserva la correspondencia de Andrés A. Cáceres —publicada en parte por Hugo Pereyra (2006)—, la de Lizardo Montero, la de Miguel Iglesias y la de Nicolás de Piérola.

				

				
					24	No es nuestro propósito plantear un estado de la cuestión en torno a los estudios sobre la Guerra del Pacífico. Solo pretendemos referirnos a las publicaciones de documentos del tiempo de la guerra.

				

			

		

	
		
			…tomada Lima en enero de 1881 por los chilenos, no se paralizó la economía de la región norte, ni de la sierra central, ni de la sierra sur. Era tan débil el nivel de articulación de esas regiones con respecto a la capital, que los chilenos controlando la capital no controlaban el conjunto del país.

			Nelson Manrique, «La ocupación y la resistencia»

		

	
		
			2. La Delegación del Supremo Gobierno y la organización del Estado peruano durante la ocupación chilena

			2.1. La política peruana en tiempos de guerra

			La Guerra del Pacífico puso en evidencia la fragilidad del aparato estatal peruano. El desconcierto y el desorden generados por la ocupación chilena del territorio coadyuvaron a que los enfrentamientos y desacuerdos entre los peruanos se agravaran, y a que se hicieran más evidentes los conflictos entre regiones, por razones económicas y políticas. En definitiva, la guerra agudizó los problemas que aquejaban a la sociedad peruana. En este sentido, el ministro británico en Lima señaló que las rivalidades entre los grupos políticos peruanos constituían una discordia crónica. Con referencia a esta opinión, Yábar sostiene que precisamente la incapacidad que se vio en los políticos para llegar a acuerdos viables fue una de las causas que llevaron a la derrota del Perú en la guerra (2009, II, p. 311).

			Si bien el combate de Angamos significó el punto de quiebre fundamental en la guerra —ya que supuso el triunfo chileno por el control del mar—, la ocupación de Lima tuvo un efecto psicológico devastador en la población peruana, e implicó además el agravamiento de la crisis en la organización del Estado. La crisis se había iniciado con el viaje a Europa del presidente Mariano Ignacio Prado25, en diciembre de 1879, quien dejó en el poder al vicepresidente Luis La Puerta26. Casi inmediatamente se inició la dictadura de Nicolás de Piérola, quien dirigió el Estado, y la guerra, hasta la ocupación de Lima27. 
Una vez ocupada la capital, Piérola y su gabinete se trasladaron a la sierra28, y se inició una etapa —entre marzo y noviembre de 1881— en la que el país tuvo dos gobiernos simultáneos: el de Piérola y el de Francisco García Calderón.

			La situación de desconcierto generada por la ocupación chilena puso de manifiesto no solo la ya mencionada fragilidad y la vulnerabilidad del aparato estatal peruano —que había además sufrido duras crisis económicas— sino también las divergencias de intereses entre las propias élites, reflejadas en los mencionados gobiernos simultáneos. Posteriormente, durante la presidencia de Lizardo Montero —quien había sucedido a García Calderón— surgió desde Cajamarca el liderazgo alternativo de Miguel Iglesias. Además, durante las primeras semanas de la presidencia de Montero, no estuvo claro el acatamiento de Andrés A. Cáceres de su autoridad, el cual finalmente se produjo en enero de 1882. Esta situación puso en evidencia, además, la contraposición de intereses entre un sector de la élite terrateniente del norte, por un lado, y la clase dirigente limeña, por el otro, que apoyaba el gobierno provisorio presidido por Montero. De hecho, las fracturas regionales habían sido muy frecuentes en la historia republicana anterior, y se exacerbaron con la ocupación chilena (Mc Evoy, 1997, p. 182; Abanto, 2012, pp. 185-187)29.

			En marzo de 1881 se instaló en Lima el gobierno provisorio presidido por el jurista arequipeño Francisco García Calderón Landa, que había sido elegido el 22 de febrero por una junta de notables —compuesta por ciento catorce personas, y presidida por Aurelio Denegri—30, tras desconocer la autoridad de Piérola, y declarar que dicho gobierno estaría sujeto a la Constitución de 1860. García Calderón nombró un gabinete compuesto por cinco ministros y convocó al Congreso, que lo ratificó como presidente provisorio. Su gobierno, instalado en la Magdalena, contó con la tácita anuencia de las autoridades chilenas de ocupación, aunque nunca fue reconocido oficialmente por estas. El gobierno de la Magdalena se propuso formar un frente político unificado desde Lima, con el fin de lograr una «paz digna» con los chilenos; además, a través de sus contactos internacionales buscó apoyos financieros y diplomáticos para lograr el fin de la guerra y de la ocupación del territorio peruano. Sin embargo, solo obtuvo, en principio, el respaldo de algunas ciudades costeñas ocupadas, como Lambayeque, Chiclayo y Trujillo. Por entonces la autoridad de Piérola era reconocida en la mayor parte del país; sobre todo en la sierra (Basadre, 1983, VI, pp. 255-256; Guerra, 1991, pp. 198-215).

			Lo cierto es que García Calderón no actuó como los chilenos esperaban; es decir, como un presidente títere. Mostró gran autonomía: planteó la reapertura de la Corte Suprema y la instalación del Congreso; extendió la vigencia del presupuesto nacional de 1879; buscó realizar operaciones crediticias para pagar los cupos de guerra; e incluso fundó un órgano periodístico oficial, El Orden. Su logro más significativo fue el de impulsar la llegada de plenipotenciarios norteamericanos con el fin de que actuaran de intermediarios a favor del Perú para la terminación de la guerra (Rosario, 2010, pp. 196-197). Así, el apoyo que le dio el ministro norteamericano Stephen Hurlbut31 le fue muy útil para mostrarse más eficaz que el gobierno de Piérola. Luego de que los chilenos desterraran a García Calderón, quedó claro para muchos de sus opositores que los esfuerzos que este había desplegado para conseguir la paz no habían sido fruto de la intervención chilena, y que era real el apoyo norteamericano al Perú. Esto llevó a que aumentara la adhesión dentro del Perú al gobierno provisorio, que más adelante sería presidido por Lizardo Montero. 

			Paralelamente, en octubre de 1881 Lizardo Montero, hasta entonces aliado importante de Piérola, desconoció la autoridad de este y se adhirió al gobierno provisorio, aceptando el cargo de vicepresidente. Por su parte, al mes siguiente, Cáceres desconoció también la autoridad de Piérola, aunque sin reconocer al gobierno provisorio. Anteriormente, a inicios de octubre, el coronel José de la Torre32 había depuesto en Arequipa al pierolista Pedro Alejandrino del Solar33 como jefe político-militar del sur. Con el apoyo norteamericano, el gobierno provisorio iba adquiriendo mayor personería ante la comunidad internacional. Este hecho le fue favorable también para atraer las adhesiones de los anteriores aliados de Piérola (Mc Evoy, 1997, p. 218). 

			Sin embargo, en la práctica el gobierno provisorio careció de la fuerza política necesaria como para ser representativo de todo el país. En este sentido, Piérola desde la sierra había mostrado —como ya hemos señalado— mayor capacidad de convocatoria que García Calderón; esto se evidencia en el hecho de que los jefes político-militares del Norte, Centro y Sur siguieron reconociendo la autoridad del dictador a lo largo de casi todo el año de 1881. Además, las comitivas que enviaba el gobierno provisorio hacia las distintas regiones del país no solían ser reconocidas. Mc Evoy explica que la adhesión de las fuerzas de la sierra a la causa de Piérola no se dio solo porque compartieran un sentimiento anticivilista, sino además porque había una clara identificación con el discurso «populista» del dictador. El apoyo brindado en esa etapa a Piérola por Montero, por Cáceres y por las élites provincianas logró neutralizar la fuerza civilista en varias localidades del interior del país; esto fue especialmente notorio, por ejemplo, en Cerro de Pasco y en Lucanas (1997, pp. 215-216). Este apoyo, traducido en la reunión de la Asamblea de Ayacucho, en julio de 1881, le permitió a Piérola legitimarse en el poder. Ante esa Asamblea renunció a su condición de dictador, tras lo cual fue nombrado presidente del Perú; para ello la Asamblea se amparó en un Reglamento dado por Ramón Castilla en 1855 (Ulloa, 1981, pp. 286-287). Ese gobierno duraría hasta noviembre de 1881.
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					Figura 3. Francisco García Calderón

					Fuente: Archivo Histórico Riva-Agüero, 
Instituto Riva-Agüero de la PUCP.
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					Figura 4. Lizardo Montero

					Fuente: Colección privada.

				

			

			De este modo, durante casi todo el año de 1881 —como ya se ha señalado— coexistieron ambos gobiernos peruanos: el de Piérola en el interior del país, y el de García Calderón en la Magdalena. Se ignoraron mutuamente34, lo cual puede verificarse, por ejemplo, en las designaciones oficiales: tanto Cáceres35 como Iglesias fueron nombrados, en primer término, generales de brigada por Piérola; meses más tarde volvieron a recibir el mismo nombramiento, en este caso de parte del gobierno presidido por Lizardo Montero, que fue la continuación del gobierno de la Magdalena.

			Así, con la ocupación chilena se hicieron más dramáticas las divisiones entre peruanos, y se recrearon, de algún modo, las divisiones regionales que habían sido tan frecuentes desde mucho tiempo atrás. A los poderes dominantes en las diversas regiones del país, se añadió el gobierno de la Magdalena, y las propias fuerzas de ocupación chilenas. Analizando estas divisiones entre peruanos durante la Guerra del Pacífico, Basadre reitera que no se trató de la primera ocasión en la que el Estado pareció desintegrarse. Se desintegró, en efecto, durante la segunda campaña restauradora contra la Confederación Perú-Boliviana; y lo mismo ocurrió en el tiempo de la anarquía de 1823 y 1824. Basadre pondera cómo surgieron entre 1881 y 1883, en diversas regiones del Perú, núcleos que pretendieron erigirse en representantes de todo el país; y cómo, por otro lado, hubo zonas en las que se peleó de modo espontáneo —y prácticamente autónomo— contra los chilenos (1971, II, p. 497). 

			La llegada a Lima del ministro norteamericano Stephen Hurlbut, el 2 de agosto de 1881, constituyó un factor favorable para el gobierno de García Calderón. Hurlbut consideró a este como interlocutor válido, lo cual probablemente influyó en el hecho de que diversas autoridades militares decidieran reconocer su autoridad en los meses finales de 1881, como fueron los ya mencionados casos del coronel De la Torre y del contralmirante Montero. La actividad diplomática de Hurlbut y sus evidentes simpatías hacia la aspiración peruana de conseguir la paz sin cesión territorial llevaron a que las autoridades de ocupación arrestaran a García Calderón y lo deportaran a Chile. García Calderón y los integrantes de su gobierno confiaban en los buenos oficios de Hurlbut para lograr un explícito apoyo del presidente James A. Garfield36 y de su secretario de Estado, James G. Blaine37. Posteriormente, la muerte del presidente Garfield provocó un giro en la posición norteamericana con respecto a la guerra.

			Por diversas fuentes se conoce de las gestiones de Hurlbut en defensa del gobierno provisorio, y en favor de la búsqueda del reconocimiento oficial de dicho gobierno de parte de Chile. Es más, Hurlbut llegó a manifestar opiniones muy negativas con respecto al gobierno de Piérola, al cual calificó de tiránico, en una actitud que claramente contravenía las normas diplomáticas. Yábar considera que esas expresiones de Hurlbut contra Piérola fueron «lapidarias» para este, ya que influyeron en políticos y en militares para darle la espalda (2009, II, pp. 287-289).

			Luego de la mencionada coexistencia de los gobiernos de García Calderón y de Piérola, el Estado peruano pasó a estar a cargo del gobierno provisorio presidido por Lizardo Montero, a partir de noviembre de 1881. Era este el mismo gobierno que había sido presidido por García Calderón hasta el anterior mes de setiembre. El gobierno de Montero se instaló en primera instancia en Cajamarca, luego en Huaraz y finalmente en Arequipa38. Desde Cajamarca se preocupó muy especialmente por nombrar una Delegación en Lima. Precisamente en el documento en el que se crea esta Delegación —firmado el 23 de noviembre de 1881— se afirma: «Que en la capital se hallan centralizados los elementos de todo género para atender a las necesidades de la administración en sus diferentes ramos, así como para las atingencias de la guerra actual»39.

			Montero afrontó muchas dificultades para afianzar su autoridad como presidente del gobierno provisorio cuando estuvo establecido en Cajamarca. En el sur, De la Torre, jefe político-militar, había reconocido su autoridad, pero actuaba sin coordinar con él, ni en lo político ni en lo militar (Yábar, 2009, III, p. 10). Ante esa situación, los delegados del gobierno en Lima le manifestaron por escrito la necesidad de estar coordinados [76]. Por su parte, Cáceres, en el centro del país, no reconocía aún oficialmente a Montero, y los delegados de este en Lima manifestaban su preocupación ante la posibilidad de que dicho general quisiera erigirse como jefe supremo de la nación, tal como sus fuerzas se lo habían planteado [2]40.

			Por todas estas consideraciones, Montero debió planear pronto un traslado de sede. Cajamarca estaba muy lejos de Lima, donde seguían estando las legaciones diplomáticas extranjeras, que podían ayudar en las gestiones de paz. Además, la fuerza militar que estaba a su disposición en Cajamarca no constituía un elemento disuasivo frente a los chilenos. Yábar considera que Montero se encontraba «enclaustrado» allí: en efecto, no podía recibir abastecimiento por vía marítima ni desde el norte, ya que la comunicación con el Ecuador era muy difícil (2009, III, p. 11).

			Al decidir su salida de Cajamarca, Montero estaba afrontando movimientos de protesta frente a su gobierno. Especialmente importante fue la sublevación del hacendado José Mercedes Puga41, el 18 de febrero de 1882, que denunciaba la supuesta inacción de Montero con respecto a la guerra. Por su parte, el 20 de febrero Montero resolvió nombrar a Miguel Iglesias como jefe político-militar del Norte. Iglesias había sido pierolista, aunque luego de la campaña de Lima se había retirado de la actividad pública. Puga fue derrotado por Iglesias en Chota, tras lo cual aquel se retiró a su hacienda de La Pauca (Dammert, 1983, pp. 38-40).

			Es interesante constatar que tanto García Calderón como Piérola eran conscientes de los perjuicios que al Perú había causado el mencionado «faccionalismo» entre los políticos, y de cómo este adquiría características fatales en el contexto de una guerra externa. García Calderón, en sus Memorias del cautiverio, al referirse a la política peruana —y a la de otros países latinoamericanos— señalaba que los partidos, más que políticos, eran personales:

			Estos partidos, no defendiendo principios sino personas, no podían estar satisfechos, ni hallar nada bueno en el Gobierno, sino cuando su jefe se hallara en el poder; y de esto han resultado las guerras civiles que durante un cuarto de siglo han ensangrentado el Perú (1949, p. 158).

			Piérola, por su parte, advirtió el mismo problema, y en febrero de 188242 instó a sus allegados a formar una agrupación política que unificara a todos los peruanos. Advertía que «un diminuto, pero funesto círculo, ha muerto la patria con sus propias manos» —en clara alusión al gobierno provisorio de García Calderón—, y que era necesario llamar a la «acción de los ciudadanos» para rescatar al país. Consideraba que esa agrupación no podía ser presidida por él mismo, ya que justamente debía evitarse el caudillismo. Y añadía que las esperanzas de paz debían contar con el apoyo del gobierno de los Estados Unidos, a pesar de que lamentaba que este hubiera respaldado previamente a García Calderón (Ulloa, 1981, pp. 295-296). Fue así que se constituyó el llamado Partido Nacional, fundado por elementos cercanos a Piérola, que plantearon a los otros sectores políticos una fórmula de concordancia para afrontar las negociaciones de paz y para ordenar la vida del país. Sin embargo, los políticos cercanos al gobierno provisorio respondieron con una férrea defensa de la labor política de García Calderón; y otro sector se pronunció por convocar nuevamente al general La Puerta para que asumiera la presidencia (Basadre, 1983, VI, p. 277)43.

			Los pierolistas consideraban que tanto el gobierno provisorio como el ministro norteamericano Hurlbut habían provocado una situación caótica en el país, de vacío político y de desgobierno. Por eso, y a pesar de no haber conseguido la adhesión de otros sectores, insistieron en la creación del Partido Nacional: se estableció un comité directivo44, que se encargaría de la formación y puesta en marcha del partido, «promoviendo la formación de comités semejantes en los departamentos y provincias, formados de ciudadanos a quienes animen iguales sentimientos» (Palma, 1984, p. 140). Ricardo Palma, integrante de ese comité directivo, consideraba que su legitimidad radicaba en el hecho de que se había «organizado privadamente, en las sombras, sin el apoyo de la autoridad chilena» (1984, p. 138), lo cual suponía una crítica implícita a quienes apoyaron el gobierno provisorio de García Calderón.

			Para el grupo civilista que apoyaba al gobierno provisorio, y que era conocido como «partido constitucional», la iniciativa de Piérola fue vista como un obstáculo frente a los esfuerzos que se venían realizando por la unificación del país. Ese grupo publicó una circular en defensa de la legitimidad del gobierno provisorio45. Para ellos la propuesta de Piérola no solo provocaría el aniquilamiento del país, sino que además lo desprestigiaría, por lo mal que se percibiría «cambiar de gobiernos cada día, cambiar de instituciones con cada gobierno, vivir en inestabilidad perpetua […]»46.

			La Delegación del gobierno de Montero en Lima, atenta a cualquier movimiento, advirtió de las intenciones de este nuevo grupo político, e inclusive afirmó que era un «proyecto que ha acogido favorablemente la prensa chilena en esta ciudad» [54]. Manuel Candamo, de manera personal, decidió tomar contacto con uno de los miembros del Comité Directivo del recién fundado Partido Nacional: José Antonio de Lavalle47. En las cartas que ambos intercambiaron se evidenciaba la intención de llegar a un «concierto» entre ambos grupos48. Las conversaciones fracasaron a raíz de que el comité del Partido Nacional considerara ofensiva una circular del Partido Constitucional, lo que motivó a «un rechazo a priori de toda base de concierto». Ante ello, Candamo insistió en que las reuniones entre ellos todavía tenían carácter no oficial, y que los miembros del Partido Constitucional que habían publicado la circular no tenían conocimiento de ellas. Sin embargo, Lavalle subrayaba que esa circular reflejaba el convencimiento de que el gobierno de Montero no necesitaba de un concierto de partidos, al considerarse reconocido por todo el país y por la opinión pública (Puente Candamo & Puente Brunke, 2008, pp. 683-688).

			De este modo, Lavalle sugirió a los pierolistas que dejaran de participar en la vida política, toda vez que no era pertinente enfrentarse al gobierno de Montero —dada la gravedad de la situación que se vivía—, ni tampoco integrarse a él. Así, pues, el recién creado Partido Nacional decidió, en marzo de 1882, abstenerse de toda acción política49, atribuyendo al Partido Constitucional la responsabilidad de la falta de unidad de los políticos peruanos, y dejando a este el desafío de superar la crisis nacional. Este no fue sino un episodio más entre los muchos que se produjeron en el contexto de las divisiones entre peruanos durante la guerra. Además, resultaba difícil pensar en la organización de una sola agrupación que aglutinara a los más importantes políticos peruanos. Para entonces, el objetivo era compartido por todos: lograr el final de la guerra sin costo territorial para el Perú. Sin embargo, los medios planteados eran distintos, y notables las distancias y la desconfianza entre los individuos. En definitiva, y tal como afirma Yábar, la abstención del Partido Nacional y el alejamiento del Perú de Nicolás de Piérola permitieron al gobierno provisorio, presidido ya por Lizardo Montero, mayor libertad de acción, y la posibilidad de desarrollar sus políticas sin oposición interna, al menos por algunos meses (2009, III, p. 119).

			El escenario cambió en agosto de 1882, con el denominado «grito de Montán». Este pronunciamiento de Iglesias, desde Cajamarca, supuso una ruptura en el seno del gobierno provisorio, ya que aquel se había desempeñado hasta entonces como jefe político-militar del Norte. El núcleo del planteamiento de Iglesias era el de sostener que había que poner fin, por medios prácticos, al daño y la humillación que suponía la ocupación chilena del territorio peruano. Consideraba inviable el triunfo frente a Chile, y se mostraba convencido de que no se iba a producir ninguna intervención extranjera en favor del Perú. Afirmaba que desde la ocupación de Lima la guerra no era contra Chile, sino contra «nuestros propios desventurados pueblos». Para él, la situación se reducía a escoger entre la indefinida ocupación chilena —con sus gravísimos daños, de todo tipo— y el «reconocimiento valeroso de la derrota», mirando el futuro (Basadre, 1983, VI, p. 315).
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					Figura 5. Nicolás de Piérola

					Fuente: Archivo Histórico Riva-Agüero, Instituto Riva-Agüero de la PUCP.
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					Figura 6. Miguel Iglesias

					Fuente: Archivo Histórico Riva-Agüero, Instituto Riva-Agüero de la PUCP.

				

			

			Para entonces, Candamo y Elías ya no estaban a cargo de la Delegación del gobierno provisorio en Lima. Habían sido detenidos por las autoridades chilenas y desterrados al país del sur. Sin embargo, sí conocemos la reacción de Candamo ante el grito de Montán. En dos cartas dirigidas a su esposa desde Chile, manifestó su sorpresa y desagrado frente a la actitud de Iglesias, con expresiones muy duras. En la primera de ellas, del 14 de octubre de 1882, afirma que por la prensa chilena se ha enterado del manifiesto de Iglesias y de las acusaciones que hacía a los gobiernos de García Calderón y de Montero: «Me resisto a creer esto, y si fuera verdad, y el hecho fuese serio, habría que perder toda esperanza respecto al Perú» (Puente Candamo & Puente Brunke, 2008, p. 186).

			Cuatro días después se dirigía nuevamente a su esposa, para manifestarle que «con la más profunda sorpresa, indignación y vergüenza nos hemos impuesto de la conducta de Iglesias». Ante ello, manifestó una visión absolutamente pesimista del Perú, en términos muy duros:

			De algún tiempo a esta parte están pasando cosas en el Perú que manifiestan una falta de juicio, una falta de espíritu nacional, un desconocimiento de los verdaderos intereses públicos, unas ambiciones tan estúpidas, unos egoísmos tan repugnantes y tanta miseria y bellaquería, que es cosa de desesperar por completo y de renegar de nuestra nacionalidad (2008, pp. 189-190).

			Por su parte, por esos mismos días —el 15 de octubre— escribía Cáceres desde Tarma a Lizardo Montero, para calificar el grito de Montán como un «paso traidor e inicuo», considerando además que se había producido luego de algunos triunfos militares en la sierra central contra los chilenos. En esa carta, se comprometía Cáceres a hacer todo cuanto estuviera en sus manos «contra los enemigos de fuera y de dentro», y atribuía la actitud de Iglesias a una maniobra del pierolismo en alianza con los chilenos (Castro, 2009, pp. 306-307).

			2.2. La Delegación y la Agencia Confidencial en el contexto de la guerra

			Como ya se ha explicado, la Delegación y la Agencia Confidencial del gobierno provisorio, que funcionaron en Lima a cargo de Manuel Candamo y Carlos Elías durante la ocupación chilena, fueron «oficinas» creadas por dicho gobierno para tener en la capital de la república un enlace que pudiera desarrollar en su nombre las diversas actividades propias del funcionamiento del Estado, y que pudiera también mantener la comunicación con los representantes diplomáticos del Perú en el exterior, y con los diplomáticos extranjeros acreditados en Lima. Por eso, los mismos Candamo y Elías pusieron de relieve el «doble carácter» de su misión [283], como delegados y como agentes confidenciales.

			Estas dos oficinas han sido también consideradas en el contexto de lo que genéricamente se ha denominado «organizaciones patrióticas». En efecto, durante la guerra con Chile surgieron una serie de agrupaciones de diverso tipo, varias de las cuales constituyeron elementos importantes en el marco de la defensa del país contra el invasor, a pesar de que en algunos casos no fueran —a diferencia de la Delegación y de la Agencia Confidencial— entidades que formaran parte, de modo oficial, de la estructura del Estado. Como señala Rodolfo Castro, se trataba de agrupaciones que colaboraron con las autoridades, frecuentemente de modo casi clandestino, en cuestiones políticas, económicas, militares y hasta diplomáticas (2009, p. 1).

			Precisamente en la documentación de la Delegación y de la Agencia Confidencial que en este libro publicamos aparece correspondencia dirigida al gobierno central y a simpatizantes en provincias promoviendo la formación de asociaciones que respaldaran al gobierno. Además, vemos que en carta del 5 de enero de 1882, la Delegación comunicaba al secretario general de Estado su decisión de nombrar juntas:

			Consecuente esta Delegación a su propósito de no omitir diligencia alguna que tienda al más pronto restablecimiento del orden legal en toda la República, ha acordado nombrar Juntas especiales en las capitales de aquellos departamentos que aún no se han adherido al Gobierno Provisorio; las que servirán de centro de acción para todos los pueblos comprendidos en las respectivas demarcaciones territoriales [16].

			Si bien no tenemos constancia de que la Delegación llegara efectivamente a nombrar alguna junta de ese tipo, lo que se entiende del documento citado es el interés de los delegados por promover la formación de agrupaciones de ciudadanos en los territorios ocupados por los chilenos, o en aquellos lugares que aún no estuvieran sometidos a la autoridad del gobierno provisorio. Se señala que esas juntas debían ser «centros de acción» para suscitar adhesiones en favor de dicho gobierno.

			Así, durante la Guerra del Pacífico se formaron diversas organizaciones, sobre todo a partir del dramático momento de la ocupación de Lima (enero de 1881), cuando la gravedad de los acontecimientos llamó a muchas personas a la acción. En lo referido al entorno del gobierno de Piérola —que luego de la ocupación de la capital pervivió por algunos meses con carácter itinerante en el interior del país— se formó en Lima el denominado «Comité Pierolista», que tuvo funciones vinculadas tanto con lo político como con lo militar. Así, mantuvo informado a Piérola sobre las acciones de las autoridades chilenas, al igual que sobre la evolución del gobierno provisorio presidido por García Calderón, con el fin de impedir que este obtuviera adhesiones en el interior del Perú. En cuanto a los aspectos militares, enviaba información sobre los movimientos de las fuerzas chilenas, y promovía los traslados de jefes y oficiales que buscaban unirse al ejército del Centro para continuar la resistencia frente a Chile (Castro, 2009, pp. 13-18).

			En cuanto al denominado gobierno provisorio, presidido primero por García Calderón y más adelante por Lizardo Montero, debemos subrayar que su propio surgimiento se debió a la elección realizada por una «Junta de Notables» que se constituyó tras la ocupación de Lima50. Alrededor del gobierno provisorio se formaron varias organizaciones, tanto en Lima como en provincias. Entre las que se formaron en Lima estuvieron precisamente la Delegación y la Agencia Confidencial. También debemos mencionar la Junta de Vigilancia Fiscal, creada por el mismo García Calderón, y la Junta Consultiva51, creada por Lizardo Montero como ente de apoyo a la Delegación y a la Agencia Confidencial. La Delegación, la Agencia y la Junta Consultiva cumplieron un rol asesor y de representación del gobierno provisorio en temas de índole política, administrativa, diplomática y militar, frente a las provincias, al enemigo chileno y a la diplomacia internacional. Además, en Lima también surgió la Junta Patriótica —que tuvo varios integrantes—, cuya labor fue especialmente importante entre los meses de setiembre y diciembre de 1881, es decir desde el momento en que Patricio Lynch52 niega abiertamente la autoridad del gobierno de la Magdalena, hasta la instalación del gobierno provisorio en Cajamarca (Castro, 2009, pp. 18-28). Cuando las fuerzas chilenas arrestaron al presidente García Calderón, fue esa Junta la que asumió la responsabilidad política y administrativa del gobierno peruano en Lima, para cubrir el vacío de poder, y se dedicó a buscar fondos para la defensa nacional (Martin, 1972, p. 23).

			Candamo y Elías explicaron la circunstancia y los objetivos de su creación: 

			Esa Junta Patriótica se organizó en Lima cuando tuvo lugar la expatriación del Presidente provisorio, Señor García Calderón, y fue su objeto dirigir el movimiento político y proveer a la satisfacción de las necesidades de actualidad, que la anormal situación creada por esa circunstancia podía producir. La formaron distinguidos ciudadanos que se hallaban animados del vivo deseo de servir a su país, y terminó sus funciones cuando comenzaron a ejercer las de su cargo los delegados del gobierno» (Puente Candamo & Puente Brunke, 2008, pp. 749-750).

			Si bien tanto Jorge Basadre como Margarita Guerra se han referido a la labor de esa Junta (Basadre, 1983, VI, pp. 272-273; Guerra, 1991, pp. 304-306), ha sido Rodolfo Castro quien ha estudiado con detenimiento su desempeño (2009, pp. 18-25). Ya como delegados del gobierno en Lima, Candamo y Elías afirmaron que la Junta actuó y tomó decisiones en nombre del gobierno provisorio en los meses finales de 1881. Así lo manifestaron en carta dirigida el 5 de enero de 1882 a Camilo N. Carrillo53, quien por entonces era comisionado especial del gobierno provisorio en el sur: 

			La Junta que transitoriamente funcionó en esta capital, desde que tuvo lugar la prisión de Su Excelencia el Presidente Provisorio, y antes de que se crease por Su Excelencia el Vice-Presidente de la República, encargado del Poder Ejecutivo, esta Delegación, nombró algunos vecinos notables para que trabajasen en los pueblos del sur en favor del restablecimiento del orden constitucional. Disuelta aquella Junta, han quedado en consecuencia anulados los nombramientos que ella hizo. Debe, pues, V. S. darlos por cancelados desde el momento que reciba este oficio y proceder a designar, de acuerdo con el prefecto de ese departamento, coronel don Miguel San Román, las personas que considere dignas […] [17].

			Tras el nombramiento de Candamo y Elías como delegados en Lima del gobierno presidido por Montero, la Junta Patriótica no se extinguió, a pesar de lo afirmado por aquellos en la comunicación anteriormente citada. La Junta fue recompuesta, con nuevos integrantes [10 y 406], y continuó desempeñando funciones de carácter político y financiero. En la correspondencia enviada a los delegados, los integrantes de la Junta Patriótica señalaban la «urgente necesidad» de obtener recursos económicos para solventar los gastos del gobierno. Por ello, comisionaron a Manuel Candamo —integrante de la Delegación— y a Emilio Forero —integrante de la propia Junta Patriótica— para que formularan propuestas conducentes a ese fin [406].

			Algunos integrantes de la Junta Patriótica lo fueron también de la Junta Consultiva54. Sin embargo, fueron dos entidades distintas, que además coexistieron con la Delegación y la Agencia Confidencial, que representaban al gobierno en Lima. Tanto la Junta Patriótica como la Consultiva tenían la misión de apoyar y asesorar a los representantes del gobierno. 

			La Junta Patriótica subsistió, al menos, hasta mediados de 1882. Todo indica que fue esa misma Junta la que, en febrero de ese año, publicó una proclama titulada «A los pueblos de la República». En ella se criticaba la formación del Partido Nacional, que por entonces impulsaban Piérola y sus correligionarios. Fueron veintidós los firmantes de esa proclama (Castro, 2009, p. 19)55.

			Tal como ya se ha explicado, para el gobierno provisorio era muy importante la formación de juntas en aquellas zonas del territorio nacional en las que su autoridad no tuviera aceptación. Es así que los delegados, como parte de sus tareas, enviaron circulares a personalidades que en el interior del país simpatizaban con el gobierno provisorio, para que formaran agrupaciones que promovieran su reconocimiento. Así, por ejemplo, en diciembre de 1881 se envió una circular a un grupo de vecinos de Ayacucho y de Huancavelica, instándolos a formar una junta en cada uno de esos departamentos. Luego, la misma circular abundaba en las razones para ello:

			La extraordinaria situación del país, creada por la guerra desastrosa que hoy amenaza nuestra independencia misma, y la anarquía a que nos ha arrastrado el régimen arbitrario de la dictadura, paralizando la energía nacional, hacen urgente e imperiosa la necesidad de que la parte sensata e ilustrada de la Nación aplique su actividad y sus esfuerzos al restablecimiento del orden interior, al amparo de la Constitución, símbolo verdadero de la fuerza y de la dignidad de la República y al más fuerte lazo de unión en estos tristes momentos, en los que, sobre todas las ambiciones personales, debe levantarse la ley como la voz suprema de nuestra nacionalidad amenazada [12]. 

			Es probable, además, que los delegados estuvieran especialmente preocupados en ese momento —diciembre de 1881—, ya que por entonces Cáceres todavía no había reconocido el gobierno de Montero, y se temía que pudiera decidirse a encabezar un gobierno propio. En las invocaciones a la formación de juntas en el interior del país, los delegados manifestaban la urgencia de «restablecer» en los departamentos «el orden constitucional», porque «así únicamente podrá salvarse la República». Para ello —señalaban los delegados—, sus integrantes al momento de formarlas deberían designar a un presidente y a un secretario, siendo el primero el encargado de las comunicaciones con la Delegación. Las formas de actuación de cada nueva junta, para llevar a cabo la misión encomendada, serían definidas por sus propios miembros [12].

			Dado que el trabajo de la Delegación y de la Agencia Confidencial implicaba el mantenimiento de permanente comunicación con autoridades en el interior del país y enviados en el exterior, al igual que con diversas personas que colaboraban con ellos, un problema no menor fue el de la seguridad de las comunicaciones. Por ejemplo, no fueron pocas las ocasiones en que las autoridades chilenas interceptaron correspondencia, lo cual obligaba al envío de duplicados de las cartas u oficios, con el consiguiente retraso en las gestiones. Así, en enero de 1882 los delegados reportaban que los oficios que habían remitido a Cajamarca, al Secretario General de Estado, habían caído en manos de los chilenos en Pacasmayo, con lo cual enviaban duplicados [22]. En el mismo mes, un emisario que llevaba documentación desde Cajamarca a Lima fue apresado por las autoridades chilenas, con lo cual los delegados no pudieron recibir esos documentos, y solicitaron la remisión de duplicados [32]. Por otro lado, al parecer en ciertas ocasiones los emisarios no eran del todo fiables. Por ejemplo, en febrero de 1882 los delegados denunciaban que la correspondencia enviada por el gobierno provisorio a la Delegación, había sido entregada por su portador a Nicolás de Piérola. Reclamaban que se investigara el hecho, y solicitaban duplicados de los documentos [38]. En otra comunicación del mismo mes insistían en que, cuando los documentos que se enviaban fueran especialmente importantes, se remitieran por medio de un «comisionado especial, que prestase garantías de seguridad, pues de otra manera estarían expuestos a caer en manos extrañas» [53]. En otras ocasiones se presentaban dificultades con respecto a las rutas que seguía la correspondencia. Por ejemplo, a mediados de marzo de 1882 los delegados manifestaban su preocupación por la llegada al Callao de dos vapores procedentes del norte, sin correspondencia despachada por el gobierno provisorio. Sabían que un paquete dirigido a ellos estaba «detenido» en Trujillo, «a consecuencia de la incomunicación de los vapores con el puerto de Salaverry». Por ello, solicitaban al ministro de Gobierno que se les enviara un duplicado de la correspondencia que incluyera el referido paquete, por la vía de Casma [71]. Esa incomunicación de los barcos con los puertos del norte era debida a la epidemia de fiebre amarilla que azotaba por entonces a esa región. Debido a ello, los delegados le insistían al ministro de Gobierno poner los medios para la utilización de otras rutas en el envío de la correspondencia, y así evitar la incomunicación entre ellos y el gobierno, que por entonces estaba recién instalado en Huaraz [79].

			Como agentes confidenciales, Candamo y Elías fueron especialmente cuidadosos en la transmisión de la información. Así, cuando se trataba de remitir al gobierno provisorio documentos importantes, optaban por hacerlo por medio de copias, guardando en su archivo los originales «para evitar su pérdida, caso de que fuera interceptada nuestra correspondencia» [337 y 339]. En cuanto a la correspondencia con los ministros peruanos en el exterior, fueron diligentes en buscar que se mantuviera muy fluida. Así, por ejemplo, manifestaban su preocupación cuando alguno de los ministros se retrasaba en el envío de sus comunicaciones. Fue el caso de Juan Federico Elmore56, ministro en Washington, a quien urgieron a remitir información más frecuentemente: «El silencio de V. S., a este respecto, es tanto más de extrañarse, cuanto que conocemos el gran interés que anima a V. S. por contribuir al feliz y deseado desenlace de tan grave conflicto» [316].

			En varias ocasiones Candamo y Elías acompañaron la información sobre noticias o sucesos determinados, con la inclusión de recortes tomados de periódicos con referencia a esos asuntos. Así, por ejemplo, lo hicieron cuando transmitieron la noticia del combate de Pucará: adjuntaron a sus comunicaciones un recorte del diario La Situación57, que incluía el parte de guerra emitido por las fuerzas chilenas [39, 42, 43, 49 y 64]. También lo hicieron al comunicar la noticia de la suscripción del protocolo Trescot-Balmaceda, con la inclusión de otro recorte del mismo diario [62, 63 y 326]. Igualmente, enviaron recortes del mismo diario con ocasión de informar acerca de la organización del denominado Partido Nacional, promovido por Piérola [53, 54 y 316].

			Asimismo, Candamo y Elías despacharon envíos de artículos diversos a la sede del gobierno provisorio —primero en Cajamarca, y luego en Huaraz—, de acuerdo con lo que se les solicitaba. A fines de marzo de 1882 comunicaban al ministro de Gobierno que estaban haciendo las gestiones para la compra de papel de imprenta, en la cantidad requerida, y que le sería enviado en el siguiente vapor [91]; en junio del mismo año manifestaban que iban a proceder a buscar y comprar las distintas colecciones de leyes y reglamentos que desde la sede del gobierno se les había solicitado, para luego enviarlas a Huaraz [235]. En efecto, poco después remitieron, en dos tomos, la colección de leyes y decretos publicada por Miguel A. Lama58, y una colección de normas legales referidas a la administración municipal, y anunciaban el posterior envío de un mapa de la república y de cuadernos sobre división territorial [272]. En el curso del mismo mes se despacharon a Huaraz sellos cuya confección había sido solicitada por los ministerios de Gobierno, de Hacienda y de Guerra [238, 239 y 240], al igual que cuatro cajas que contenían un total de doscientos pares de botas [258 y 259].

			2.3. La unificación del territorio no ocupado: acciones para el reconocimiento del gobierno provisorio en el interior del país

			El gobierno provisorio presidido por García Calderón diseñó una serie de medidas para lograr el reconocimiento y la legitimidad de su gestión: entre otras, cabe mencionar la convocatoria del Congreso para que avalara su gobierno, y la organización de un aparato administrativo en la Magdalena para tratar los temas más urgentes e iniciar las conversaciones con las autoridades chilenas de ocupación.

			El gobierno provisorio era consciente de que tener la aprobación de Lima y de las zonas ocupadas no era suficiente para legitimarse59. Debía conseguir el apoyo de los vecinos y de los militares más notables del interior del país para reforzar su mandato. La tarea no se presentaba sencilla, puesto que en las zonas no ocupadas la figura de Piérola tenía gran popularidad, y jefes militares muy importantes —como Cáceres, Montero y Del Solar, que se desempeñaban como jefes político-militares— se opusieron en un principio al gobierno provisorio. Ante este panorama, García Calderón dispuso, entre febrero y marzo de 1881, el envío de emisarios personales a diversos pueblos del interior, con el fin de captar adhesiones. No tuvieron éxito, e incluso varios de ellos fueron detenidos y entregados a las autoridades pierolistas, quienes los juzgaron. En abril el presidente provisorio pensó en medidas más severas. Así, el 6 de abril fuerzas leales a García Calderón iniciaron un fallido levantamiento en Cerro de Pasco contra el gobierno de Piérola60. El 12 del mismo mes se produjo un similar intento en la provincia de Lucanas, igualmente fallido. Ante ello, García Calderón decidió el envío de dos expediciones militares, una a Huaraz —integrada por cuatrocientos hombres— y la otra a Huarochirí —con cien soldados—. Ambas fracasarían (Manrique, 1979, pp. 285-286)61.

			La expedición enviada a Huaraz fue dirigida por el coronel Isaac Recavarren62 en mayo de 188163, con el objetivo de destituir al prefecto de Áncash, Tadeo Terry, quien se mantenía leal a Piérola. Luego de la ocupación de Lima, Terry había preparado la defensa de Huaraz frente a los chilenos, para lo cual reagrupó a reclutas dispersos que habían llegado desde Lima. Ante el arribo de la expedición encabezada por Recavarren, Terry desmovilizó sus fuerzas, y cuando aquella estuvo ya instalada en Huaraz, las reagrupó y procedió a cercar a las del gobierno provisorio. Según Thurner, la impopularidad del gobierno de García Calderón era tal, que parte de la tropa de Recavarren pasó a integrar las «fuerzas nacionales» de Terry. Esto repercutió en la población, que quedó con la idea de que el gobierno provisorio «parecía provocar más dolor a sus ciudadanos que los aún lejanos chilenos» (2006, pp. 120-122). 

			En cuanto a la expedición que se dirigió a Huarochirí, Cáceres —al recibir noticias de ella— ordenó al subprefecto de esa localidad, Ricardo Bentín64, que tomara acciones. Este preparó una emboscada en Chicla, tras la cual capturó a los integrantes de la expedición. Cuatro de los jefes fueron trasladados a Ayacucho para ser juzgados por Piérola. Los demás oficiales, la tropa y el armamento pasaron a estar a disposición de las fuerzas de Cáceres (Manrique, 1979, pp. 286-287).

			El hecho de que, en un principio, buena parte de la población hubiera percibido al gobierno provisorio como colaborador de las autoridades chilenas constituyó un factor que dificultó grandemente el logro de la legitimidad política de parte de aquel. En efecto, cuando las tropas chilenas ocupaban permanente o temporalmente un territorio, reconocían a las autoridades dependientes del gobierno provisorio. Esto sucedió, por ejemplo, en los departamentos de Lima, Lambayeque y La Libertad; igualmente, en las jurisdicciones de Tarma, Cerro de Pasco e Ica. Sin embargo, cuando se retiraba el ejército de ocupación —sobre todo en el caso de las localidades ubicadas en la sierra— eran las autoridades pierolistas las que volvían a tomar el control de la situación (Yábar, 2009, I, cap. 3)65.
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					Figura 7. Comunicación del ministro de Justicia, Culto, Instrucción y Beneficencia del gobierno provisorio al director de la Penitenciaría de Lima. Yungay, 6 de junio de 1882

					Fuente: Archivo APC.

				

			

			Fue la confirmación del apoyo norteamericano al gobierno provisorio lo que ofreció a este el aliento que requería para atraer la adhesión de los principales jefes militares peruanos. Este factor desbarató los planes de Piérola y del presidente boliviano Narciso Campero66 de iniciar una contraofensiva contra Chile para liberar Tacna, Tarapacá y Lima. Poco a poco, como lo veremos más adelante, los líderes militares fueron cambiando de actitud con respecto al gobierno provisorio, que ya en esos momentos estaba bajo el liderazgo del contralmirante Lizardo Montero.

			Sin embargo, el reconocimiento de los líderes militares seguía siendo insuficiente. Se debía hacer campañas para convencer al resto del país. Entre las estrategias formuladas por el gobierno provisorio estuvieron la promoción de juntas patrióticas en provincias, el nombramiento de nuevas autoridades, civiles y militares, avaladas tanto por el jefe político-militar de cada zona como por el gobierno central. Estos procesos, en algunos casos, culminaron en enfrentamientos entre peruanos.
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